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1. INTRODUCCIÓN 

 

Sin lugar a dudas, el gasto público en medio ambiente es una de las áreas del análisis del sector 

público menos explotadas. Encontrar referencias tanto en el ámbito nacional como en el ámbito 

internacional resulta muy difícil y la mayoría de los análisis efectuados se centran en aspectos 

muy puntuales. 

 

Nuestro propósito general en este trabajo consiste en mejorar la caracterización de este tipo de 

gasto y luego aplicar los avances conseguidos a los datos disponibles para el caso español. 

 

El primer apartado intenta desarrollar las diferentes perspectivas teóricas desde las cuales nos 

podemos aproximar al gasto público en medio ambiente. La aproximación se va a efectuar 

empleando tres criterios distintos. Inicialmente desarrollamos una perspectiva más propia de la 

economía ecológica a partir de asociar el gasto público con la preservación de las diferentes 

funciones ambientales. En segundo término, se tratarán las diferentes formas de intervención 

pública desde la perspectiva de la economía ambiental (persuasión moral, intervención directa, 

regulación directa y regulación indirecta), de nuevo sobre la base de su conexión con el gasto 

público. Por último, abordaremos el análisis del gasto público en medio ambiente desde una 

perspectiva de economía pública, distinguiendo entre las diferentes actuaciones públicas y sus 

implicaciones sobre el citado gasto. 

 

En la literatura existente tampoco se encuentran enfoques en los que se examine la función de 

producción de servicios públicos relativos al medio ambiente y es nuestro propósito plantear 

una primera aproximación a dicha función para posteriormente poder conectar las tres 

perspectivas citadas con esta función. 
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Dada esta perspectiva teórica y tras introducir las prioridades de los ciudadanos en materia 

ambiental, pretendemos analizar el comportamiento del gasto público en España, comparando 

su evolución presupuestaria con dichas prioridades. 

 

 

2. PERSPECTIVAS DE ANÁLISIS DEL GASTO PÚBLICO EN MEDIO AMBIENTE 
 

El gasto público en medio ambiente se puede analizar desde tres perspectivas distintas. Estas 

perspectivas serían distintas si el objeto de análisis no fuera el medio ambiente y se basan en 

tres aproximaciones que tienen algunas diferencias metodológicas. 

 

2.1. Economía ecológica. 
 

Desde este punto de partida, el medio ambiente nos provee de una amplia gama de servicios que 

afectan a las distintas esferas de nuestra vida. Nuestro disfrute de los servicios ambientales 

depende del acceso a cantidades adecuadas de bienes y servicios, pero también a que dichos 

servicios tengan un nivel adecuado de calidad. 

 

Es habitual en la literatura encontrar una clasificación de los servicios ambientales según las 

funciones que lleva a cabo el medio ambiente. Esta perspectiva fue introducida en los análisis 

por los autores1 de la corriente denominada “economía ecológica”, que distinguen cuatro 

funciones:  

 

En primer lugar, la función de proporcionar materias primas, productos básicos y 

combustibles para las distintas actividades que llevamos a cabo los seres humanos.  

 

En segundo lugar, a través de la función de receptáculo de residuos, es decir de los restos de los 

procesos de producción y consumo que en sus distintas formas (líquida, sólida y gaseosa) van a 

parar al entorno. En este contexto y para productos concretos y en cantidades y condiciones 

adecuadas, el medio ambiente se encarga también de absorber y reintroducir muchos de los 

elementos en los ciclos naturales desactivando sus posibles efectos nocivos.  

 

En tercer lugar, el medio ambiente cumple también funciones recreativas. Bosques, lagos, 

playas y otras áreas naturales producen una serie de servicios ambientales derivados del disfrute 

estético de los individuos.  
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La cuarta función, más bien una metafunción, sitúa al sistema económico meramente como un 

subsistema del sistema natural dependiente de las reglas de funcionamiento de la naturaleza, nos 

referimos a la función de soporte vital. 

 

Estas funciones ambientales se pueden vincular con el gasto público en medio ambiente. Dicho 

gasto puede ir destinado directamente al mantenimiento o mejora de alguna de las tres primeras 

funciones. A continuación vamos a recoger un ejemplo de gasto relacionado con cada una de 

ellas. El gasto público en gestión del agua dulce está directamente destinado a garantizar el 

acceso a los ciudadanos a la cantidad y calidad de agua dulce necesaria, es decir está referido 

directamente a la primera de las funciones. El gasto público en gestión de residuos se ocupa de 

mantener la capacidad del medio ambiente de recibir y transformar los restos de los procesos de 

producción y consumo, es decir se relacionaría con la segunda función. Por último, el gasto en 

protección del paisaje, está destinado a mantener las posibilidades de uso y disfrute de ciertos 

parajes de especial belleza, es decir, sería relativo a la tercera de las funciones.  

 

En todo caso, también podemos encontrar ejemplos en los que una determinada categoría de 

gasto afecta a más de una función, como sucedería con el gasto en política forestal. Con esta 

política se garantiza el acceso a madera tanto para combustible como para producción de 

muebles, papel y otros elementos, es decir, ayuda al mantenimiento de la función de provisión 

de inputs. Pero, como también afecta a la preservación de bosques y espacios naturale s, influye 

sobre la provisión de servicios recreativos. 

 

Finalmente, es muy importante advertir que todos estos gastos de carácter medioambiental van a 

influir indirectamente sobre la metafunción de soporte vital, en tanto que el agua dulce, el 

control de los residuos, el mantenimiento de la biodiversidad y de los bosques son elementos de 

primera magnitud para garantizar la existencia de la vida en el planeta. 

 

2.2. Economía ambiental. 
 

Cuando los economistas convencionales comenzaron a introducir en sus análisis las cuestiones 

relativas al medio ambiente, uno de los temas que se planteó con más intensidad fue el relativo 

al papel del sector público en la resolución de los problemas medioambientales. 

 

Desde esta perspectiva, podríamos distinguir cuatro grupos diferentes de intervenciones 

públicas con objetivos medioambientales. En primer término tendríamos aquellas actuaciones 

                                                                                                                                               
1 Vid. por ejemplo BARBIER, E.B. (1994).  
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consistentes en la provisión de información por parte del sector público a los agentes implicados 

en el problema, a estas actuaciones se les suele denominar de persuasión moral (moral 

suasion). Éstas se basan en la idea de que muchos problemas ambientales se deben a la carencia 

de información adecuada a la hora de tomar decisiones. Así, el estado puede, informando 

adecuadamente a los diferentes agentes económicos, ayudar a paliar determinados problemas.  

 

En segundo termino están las actuaciones correctoras ejecutadas directamente por el Estado2, a 

las que denominaremos intervenciones directas. En esta ocasión, el Estado a través del 

mecanismo presupuestario provee a los ciudadanos de servicios que permiten mejorar la calidad 

del medio ambiente. Así, la construcción de depuradoras, de sistemas de tratamientos de 

residuos, de alcantarillado, etc. llevadas a cabo por las diferentes Administraciones Públicas 

ayudan a corregir algunos de los problemas ambientales. 

 

El tercer tipo de intervención, es la regulación directa, a la que en la literatura anglosajona se 

denomina medidas de "command and control" y que nosotros conocemos habitualmente como 

sistemas de estándares ambientales. En este caso consisten en normas que limitan, prohíben u 

obligan determinados comportamientos por parte de los agentes económicos.  

 

Por último, tenemos los mecanismos de regulación indirecta, es decir el establecimiento de 

normas que sin forzar el comportamiento de los agentes los dirigen hacia comportamientos 

menos lesivos para el medio ambiente, generalmente a través de repercutir de algún modo sobre 

aquellos que contaminan la carga de los daños causados. Se trata de introducir incentivos, 

habitualmente de carácter financiero, para que los agentes cambien de actitud, bien 

penalizándolos, bien premiándolos3. 

 

Así pues, desde la perspectiva de la economía ambiental el gasto público constituiría o bien un 

caso de intervención directa4 o un caso de regulación indirecta5. No obstante, tanto la regulación 

directa como la persuasión moral también tienen algún impacto sobre el presupuesto de gastos, 

pero habitualmente su peso es marginal. 

                                                 
2 En la práctica muchas de estas actuaciones son ejecutadas por empresas privadas y el estado se limita a 
financiarlas, pero desde la presente perspectiva ésta no es una cuestión relevante para nuestro análisis. 
3 Vid. HIGÓN, F.J. (2000). 
4 El sector público contrata a una empresa privada para que construya una depuradora. 
5 El sector público otorga una subvención a un empresario para que adquiera una tecnología menos 
contaminante. 
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2.3. Economía pública. 
 

La siguiente aproximación se basaría en un enfoque desde la economía pública. En este caso, el 

sector público puede intervenir mediante cuatro tipos distintos de actuación. En primer lugar las 

actuaciones de carácter presupuestario, es decir la provisión pública y la financiación pública, 

y en segundo lugar las no presupuestarias, es decir la regulación pública y la producción 

pública6.  

 

Este planteamiento no es excluyente respecto a los anteriores y nos permite ampliar los puntos 

de vista desde los cuales examinar el tema que nos preocupa, el gasto público en medio 

ambiente. Desde esta perspectiva el gasto público constituiría o bien un caso de provisión 

pública o bien un caso de financiación. 

 

Cuando nos centramos en las actuaciones de carácter presupuestario existen tres cla sificaciones 

de general aceptación para las mismas: la clasificación económica, la orgánica y la funcional.  

 

Si utilizamos la clasificación económica podemos establecer en primer lugar dos grandes 

bloques en función del impacto temporal del gasto efectuado. Por un lado las operaciones 

corrientes y, por otra lado, las operaciones de capital. A su vez, dentro de cada una de ellas 

tenemos diferentes grupos: 

 

Gastos corrientes: 

♦ Gastos reales 

- Gastos de personal 

- Compra de bienes y servicios 

- Gastos financieros 

♦ Transferencias corrientes 

Gastos de capital: 

♦ Inversión real 

♦ Transferencias de capital 

 

                                                 
6 Vid. al respecto: OLMEDA, M. (1990). 
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Al emplear la clasificación orgánica nos centramos en el agente responsable del gasto, dado que 

la responsabilidad sobre el mismo raramente la tiene una única agencia gubernamental7. 

 

Por último, tenemos la clasificación funcional del gasto. Cuando nos referimos a las actuaciones 

medioambientales, varias son las opciones posibles. Entre las posibles clasificaciones, destacan 

la elaborada por la ONU en 1993 o la llevada a cabo por el Banco Mundial en 1995.8 Una 

aproximación diferente es la desarrollada por EUROSTAT, que ha definido el SERIEE (Sistema 

Europeo de Recogida de Información Económica sobre el Medio Ambiente) para poder evaluar 

el gasto dedicado a la gestión y protección del medio ambiente (gastos defensivos) para lo cual 

se ha establecido –conjuntamente con la Oficina Estadística de las Naciones Unidas- una lista de 

actividades características que serán recogidas en este sistema. Esta lista, que se reproduce a 

continuación, ha sido adoptada por el Ministerio de Medio Ambiente para elaborar la 

clasificación del gasto denominada “de actividades características”. 

 

• Protección del Medio Ambiente. 

1. Reducción de las emisiones a la atmósfera y protección del clima. 

2. Gestión de aguas residuales –marinas y superficiales-. 

3. Gestión de residuos urbanos e industriales. 

4. Lucha contra la contaminación de las aguas subterráneas y de los suelos. 

5. Control y reducción de las emisiones de ruido y vibraciones. 

6. Protección de la biodiversidad y del paisaje. 

7. Prevención y control de la radioactividad. 

8. Investigación y desarrollo. 

9. Otras actividades de protección ambiental. 

• Uso y gestión de los recursos naturales. 

1. Gestión del recurso agua dulce. 

2. Gestión de otros recursos: bosque, caza, pesca, fuentes de energía no renovables, 

reciclado, ahorro energético, etc. 

 

 

                                                 
7 En el caso de la Administración General del Estado español y en materia de gasto en medio ambiente la 
clasificación incluye los siguientes ministerios: Ministerio de Medio Ambiente, de Ciencia y Tecnología, 
de Agricultura, Pesca y Alimentación, de Fomento. 
8 Vid. FULAI, S. (1997). 
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3. FUNCIÓN DE PRODUCCIÓN 
 

Una vez descritas las tres perspectivas de análisis del gasto público en medio ambiente 

dedicamos el presente apartado a intentar elaborar una función de producción de servicios 

públicos ambientales. Como paso previo a la elaboración de esta función,  debemos dejar claro 

que no nos referimos a la función de producción de servicios ambientales que lleva a cabo la 

naturaleza, sino a una función referida a la producción de servicios públicos destinados al 

mantenimiento y mejora del entorno, para que éste nos pueda proveer de los citados servicios 

ambientales. 

 

El punto de partida sería una función de producción tradicional, donde se relaciona la utilización 

de inputs con el output de dicho proceso productivo. Ahora bien, esta relación funcional que 

puede ser un modelo aceptable en la producción de bienes (relación entre la utilización de los 

inputs tradicionales, como capital y trabajo, con el output) se muestra claramente insuficiente 

cuando hablamos de servicios.  

 

A este respecto han sido varios los intentos realizados para describir lo que ocurre en los 

servicios. Una primera aproximación la realizan Bradford, Malt y Oates (1969), introduciendo 

una importante distinción entre outputs y consecuencias en determinados servicios públicos. 

Señalan que es posible considerar un vector de inputs en la producción de bienes públicos (I), 

que mediante una función de producción se convierten en un vector (D) de outputs directamente 

producidos. Sin embargo, el ciudadano no está interesado en el vector D. En lo que está 

interesado el ciudadano es en las consecuencias de D, que estos autores describen como el 

vector C. En su ejemplo: el output de la policía local puede consistir en el número de patrullas 

realizadas. Sin embargo, en lo que están interesados los ciudadanos es en la seguridad 

ciudadana. De esta manera, el gobierno local compra I para producir D, pero está interesado en 

C. Esta dicotomía entre outputs y consecuencias no se presenta en la producción de bienes.  

 

Como el tema que nos preocupa también está referido a servicios prestados por el sector 

público, el esquema anterior sería aplicable igualmente. Por ejemplo, el output de un servicio de 

depuración de aguas residuales puede consistir en el número de litros de agua depurados, sin 

embargo, a los usuarios lo que de verdad les interesa es la potabilidad del agua que consumen. 

 

Burkhead y Hennigan (1978) amplían el análisis anterior, incluyendo dos distinciones 

adicionales. En primer lugar, en el caso de los servicios, el productor efectúa una serie de 

actividades para lograr los resultados. Por tanto, tan importantes como los inputs utilizados en el 

proceso son las actividades realizadas por el productor. En segundo lugar, introducen un vector 
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adicional, que denominan “vector entorno”, que describe las condiciones en las que se presta el 

servicio, recogiendo las necesidades de la ciudadanía. 

 

De manera esquemática podemos representar estos cinco vectores de la siguiente manera: 

RECURSOS RESULTADOS 

INPUTS 

Servicios de trabajo y 
equipo de capital 
adquiridos. 

 

ACTIVIDADES 

Rutinas de trabajo 
basadas en los cono-
cimientos sobre las 
condiciones del 
entorno.  

OUTPUTS 

Modificaciones directa-
mente producidas por la 
utilización de los recur-
sos. 
 

CONSECUENCIAS 

Modificaciones de 
carácter indirecto 
derivadas del output 
conseguido. 

 

VECTOR ENTORNO 
Condiciones que generan las necesidades de la ciudadanía, derivadas de las características de 
los usuarios y del ámbito geográfico en el que están ubicados. 
 

En el caso que nos ocupa, en las actuaciones del sector público relacionadas con la preservación 

y mejora de los servicios medioambientales se puede aplicar este mismo esquema. Esquema que 

se puede introducir de forma diferenciada para cada uno de los elementos que constituyen las 

tres perspectivas empleadas (economía ecológica, economía ambiental y economía pública).  

 

Por ejemplo, dentro de la perspectiva de la economía ecológica, si pretendemos mejorar la 

capacidad de los bosques para ofrecernos madera, entre los inputs empleados destacarían los 

agentes forestales y maquinaria empleados, las actividades más representativas serían las de 

‘repoblación’, ‘vigilancia y extinción de incendios’ y ‘limpieza de bosques’, el output principal 

sería aumentar la disponibilidad de madera y las consecuencias serían muy numerosas, tal y 

como, mantener y mejorar la biodiversidad, reducir la erosión, modificar el régimen de lluvias, 

etc. 

 

Si nos centramos en la perspectiva de la economía ambiental, la regulación directa incluiría 

como inputs al personal administrativo, inspectores y legisladores que elaboran las normas, las 

actividades serán la elaboración, aprobación y puesta en marcha de dichas normas, además del 

control de su cumplimiento, siendo el output las normas aprobadas y las infracciones detectadas 

y las consecuencias los efectos derivados de su puesta en funcionamiento (por ejemplo, una 

reducción de las emisiones consecuencia de la entrada en vigor de una normativa encaminada a 

dicho objetivo).  

 

Por último, desde la perspectiva de la economía pública, el esquema anterior se puede aplicar de 

forma más robusta en la clasificación funcional. Por ejemplo, en el caso de la función 

‘Prevención y control de la radioactividad’, los inputs serían los inspectores, los aparatos de 
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medición y los medios de transporte empleados en sus desplazamientos, las actividades serían 

las de control y eliminación de fuentes de radiaciones, mientras que el output vendría dado por 

la reducción en el nivel de radiaciones alcanzado con estas actividades, siendo las consecuencias 

los beneficios que para los diferentes seres vivos se derivan de un nivel adecuado de 

radiaciones. 

 

De todos modos, en referencia a las situaciones que estamos analizando, no siempre resulta 

sencillo diferenciar los distintos elementos del vector de resultados, puesto que la diferenciación 

entre outputs y consecuencias no es siempre evidente.   

 

 

4. PRIORIDADES DE LOS CIUDADANOS 
 

Una vez definido el marco teórico de este trabajo y antes de proceder al análisis puramente 

empírico del gasto público en medio ambiente en España, queremos examinar la estructura de 

preferencias de los ciudadanos españoles en materia ambiental. Sin duda, estas preferencias van 

a estar condicionadas por el “vector entorno” de la función de producción9. El objetivo de este 

planteamiento es poder comparar las prioridades de los ciudadanos con lo que la administración 

pública considera que son las necesidades de intervención plasmadas en el presupuesto de 

gastos. 

 

En nuestro país existen actualmente pocas fuentes de información sobre las preferencias de los 

ciudadanos sobre el medio ambiente. Una de las más valiosas es la que se deriva de los estudios 

del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS), en concreto en marzo de 1996 se llevó a cabo 

el estudio nº 2209 sobre “Ecología y Medio Ambiente”10, que será la utilizada en este trabajo. El 

ámbito espacial de la encuesta es el territorio español excepto Ceuta y Melilla, mientras que el 

universo está constituido por la población española mayor de 18 años. El diseño de la muestra 

se hizo sobre la base de 2500 entrevistas de las que efectivamente se realizaron 2488. El error 

muestral para un nivel de confianza del 95,5% es de ± 2 para el conjunto de la muestra. 

 

En esta encuesta cuando se pregunta a los ciudadanos españoles sobre la importancia de la 

conservación del medio ambiente, un 72,3% considera que es “un problema inmediato y 

urgente”, un 20,4% piensa que es “más bien un problema de cara al futuro” y sólo un 2,6% 

restan importancia al problema. No obstante, el 62,4% de los encuestados aprecia una mejoría 

                                                 
9 Este vector viene determinado tanto por las características socio-económicas de la población afectada 
como por las características de orden geo-climático de la zona. 
10 Vid. GÓMEZ BENITO, C.; NOYA, F.J.; PANIAGUA, A. (1999). 
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durante los últimos 10 años en materia de conservación y protección del medioambiente, lo que 

contrasta con el 14,3% que piensan que ha empeorado. En todo caso, sólo un 39,1% de los 

ciudadanos se considera bastante o muy informado acerca de los problemas medioambientales, 

mientras que un 60% opina estar poco o nada informado. 

 

La importancia concedida por los ciudadanos al medio ambiente se traduce, por el lado del 

gasto, en la opinión mayoritaria (57,7%) que las administraciones públicas gastan menos de lo 

que deberían en protegerlo y conservarlo y sólo un 19,1% opina que se gasta suficiente o más de 

lo que debería. Mientras, por el lado de los ingresos, un 47,1% de los ciudadanos preguntados 

afirma estar dispuesto a pagar impuestos específicos para financiar los citados gastos 

ambientales. 

 

Respecto a la opinión de los ciudadanos sobre cuáles son los principales problemas ambientales, 

y sobre la base de una pregunta de respuesta espontánea con un máximo de dos respuestas, los 

resultados obtenidos son los que se muestran en la tabla 1. En ella se recogen dos niveles según 

el grado de proximidad en el que se evalúan los problemas. 

 

Tabla 1. Problemas medioambientales más importantes (respuesta espontánea) 

PROBLEMA Entorno Próximo España 
Contaminación en general 24.7 32.0 

Ruidos, contaminación acústica 12.4 3.5 

Tráfico, excesivo nº de coches 18.6 12.3 

Contaminación industrial 9.1 16.6 

Contaminación de las aguas 10.3 12.5 

Suciedad 30.8 9.2 

Centrales nucleares 0.7 3.4 

Falta de educación ambiental 3.7 5.9 

Incendios 6.8 27.1 

Sequía 3.3 11.0 

Desertización, deforestación 2.8 7.6 

Ausencia o falta de cuidados en zonas verdes 9.5 3.6 

Falta de equipamiento (contenedores, papeleras, etc.) 3.8 1.5 

Otras respuestas 6.1 5.2 

Ninguno 3.8 0.2 

N (1835) (1823) 

Fuente: Marginales del Estudio CIS: 2209. 
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Estas respuestas difieren cuando se pregunta a los individuos sobre los problemas a escala 

mundial, apareciendo entre las respuestas la destrucción de la capa de ozono o la desaparición 

de especies. 

 

Como se puede ver en la tabla 2, los resultados difieren cuando se pregunta a los encuestados 

sobre la base de un conjunto cerrado de respuestas posibles. Además, en este caso se les 

pregunta sobre la importancia que dan a cada uno de los problemas planteados. 

 

Tabla 2. Problemas medioambientales más importantes (opciones cerradas) 

IMPORTANCIA 

PROBLEMA 

Mucha  Bastante  Poca Ninguna NS/NC 

Calidad del agua que bebemos 65.0 29.4 3.7 0.8 1.0 

Eliminación basuras domésticas 56.1 37.9 3.8 0.6 1.6 

Falta de espacios verdes 54.1 37.1 6.4 0.7 1.7 

Almacenam. residuos radioactivos 71.3 21.1 2.2 0.6 4.7 

Incendios forestales 80.8 17.0 1.3 0.2 0.8 

Suciedad de las calles 49.7 42.3 6.4 0.8 0.9 

Ruido 44.3 41.9 10.9 1.5 1.3 

Vertidos residuos industriales 68.3 25.4 2.9 0.5 2.9 

Contaminación de costas 68.7 26.4 2.2 0.3 2.4 

Contaminación de ríos 72.5 24.7 1.1 0.1 1.5 

Contaminación ciudades 71.0 25.4 1.9 0.3 1.4 

Fuente: Marginales del Estudio CIS: 2209. 

 

Por último, y en relación con los problemas ambientales de carácter global, se ha preguntado a 

los encuestados sobre el grado de inmediatez que detectan en los mismos. Los resultados se 

recogen en la tabla 3. 

 

Tabla 3. Inmediatez de los problemas medioambientales (opciones cerradas) 

PROBLEMA Problema 
Inmediato 

Problema de 
futuro 

No es 
problema 

NS/NC 

Escasez de agua 76.2 19.9 2.7 1.2 

Calentamiento del planeta 56.5 29.5 2.6 11.4 

Desaparición especies animales 69.4 23.4 2.3 5.0 

Desaparición especies vegetales 68.7 23.4 2.5 5.4 

Pérdida de tierras de cultivo 69.3 22.0 3.8 4.9 

Fuente: Marginales del Estudio CIS: 2209. 
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5. EL GASTO PÚBLICO EN MEDIO AMBIENTE EN ESPAÑA 
 

Una vez determinadas las prioridades de los ciudadanos, en el presente apartado pretendemos 

examinar cuál ha sido la evolución del gasto público en medio ambiente en España, 

deteniéndonos en el análisis exhaustivo del ejercicio 1996, que es el último para el que se 

dispone de datos oficiales. Tras ello, pretendemos contrastar si las prioridades de los ciudadanos 

han sido tenidas en consideración en los presupuestos de las Administraciones Públicas.  

 

En España el gasto público en medio ambiente11 ha pasado de representar un modestísimo 

0’73% del PIB en 1987 a situarse en 1996 en el 1’13. Eso ha significado que pasara, en ese 

mismo período, de representar un 2’66% del gasto público total hasta un 3’58%. 

 

Es importante destacar que también la inversión real en medio ambiente representa un peso 

mayor del total de inversión real efectuada por parte del Sector Público y ha pasado de 

representar un 6’92% en 1987 a un 13’95% en 1996. 

 

En todo caso se debe advertir que las cifras de gasto público en medio ambiente están 

infravaloradas puesto que ni en el ámbito de las Administración Central ni en el ámbito de las 

Administraciones Territoriales se ha contado con las empresas públicas y un número destacable 

de éstas llevan a cabo actividades de carácter ambiental, bien como función principal bien como 

actividades secundarias. 

 

Una vez vista la evolución temporal del gasto, pasamos a considerar con algo más de detalle las 

cifras del último ejercicio del que se disponen datos, 1996. Hemos tomado los datos de gasto 

publicados por el Ministerio de Medio Ambiente, que se basan en una encuesta efectuada a los 

diferentes agentes públicos por la Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental12. 

 

Aplicando la segunda de las perspectivas del apartado 2 (economía ambiental) vemos que las 

intervenciones directas absorbieron el 85% del gasto real en medio ambiente, y que este gasto se 

distribuyó de forma poco homogénea por sectores institucionales. Los ayuntamientos efectuaron 

casi un 40% del total de gasto real mientras que la Administración Central no llegó a un 18%.  

 

                                                 
11 Vid. MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE (1999). 
12 Es importante consultar la metodología empleada para evaluar la fiabilidad de los datos aportados. En 
especial para el caso de ayuntamientos, diputaciones, consejos y cabildos insulares. 
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Por su parte, las medidas de regulación indirecta plasmadas en transferencias no llegaron al 14% 

del gasto total efectuado y de nuevo se repartieron de forma poco homogénea entre los cuatro 

sectores institucionales recogidos. En la tabla 4 se recogen los datos más relevantes al respecto.  

 

Tabla 4. Gasto consolidado en medio ambiente por capítulos presupuestarios y por 

sectores institucionales 

(millones de ptas y %) 

Capítulos 
presupuestarios 

Total 
Admin. 

Públicas 

Admon. 
General 

Comunidades 
autónomas 

Diputaciones Ayuntamientos 

Gasto real 706872 131408 225567 17764 332133 

Transferencias  113200 4950 45493 6586 56170 

Gastos financierosa 11547 564 6185 476 4322 

Gasto real 85,0% 15,8% 27,1% 2,1% 39,9% 

Transferencias  13,6% 0,6% 5,5% 0,8% 6,8% 

Gastos financieros 1,4% 0,1% 0,7% 0,1% 0,5% 

TOTAL 100,0% 16,5% 33,3% 3,0% 47,2% 
a 

No se han incluido entre los gastos reales. 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Ministerio de Medio Ambiente (1999). 

 

Desde la perspectiva de la economía pública, el gasto público vendría asociado bien a 

actuaciones de provisión pública bien a actuaciones de financiación, de todos modos el análisis 

resultaría similar al anterior, puesto que a los efectos de nuestro análisis de nuevo podríamos 

identificar el gasto real con la provisión pública y aceptar, con menos salvedades que en el caso 

anterior, que las transferencias constituirían un caso de financiación pública13. 

 

La siguiente aproximación que efectuaremos será en términos de las actividades características 

en las que se plasma el gasto público medioambiental, es decir empleando el criterio funcional 

de la economía pública. Empleando este criterio podemos ver en la tabla 5 como más de las tres 

cuartas partes del gasto ambiental se destinan a luchar contra la contaminación, gastos que se 

encuentran dentro del rubro protección del medio ambiente, el resto se destina a la gestión de 

los recursos naturales. Dentro de este último rubro la gestión del agua dulce absorbe la mayor 

parte de los esfuerzos de gasto, representando prácticamente el 83% del mismo frente al 17% 

que se dedica a bosques. El resto de recursos naturales no se benefician, al menos según lo que 

muestran los presupuestos, de ninguna política pública de gestión. Esto resulta especialmente 

chocante en un país donde la erosión constituye un problema ambiental de primera magnitud y, 

por tanto, se podría esperar algún esfuerzo presupuestario en relación con la gestión del recurso 
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suelo. Algo similar podríamos decir en relación con los recursos cinegéticos y pesqueros, 

aunque, al menos, en el grupo 6 de las actividades de protección del medio ambiente se recogen 

algunos componentes que podríamos caracterizar como de gestión de dichos recursos naturales. 

 

Tabla 5. Gasto consolidado en actividades características medioambientales por sectores 

institucionales 

(millones de ptas. y %) Total Adm. 
Públicas 

%/Total 
rubro 

%/Total 
Gasto 

A- Protección del medio ambiente.    

1. Reducción emisiones a la atmósfera y protección del clima. 5535 0,88% 0,67% 

2.1. Gestión de aguas residuales –marinas y superficiales-. 157719 25,02% 18,97% 

2.2. Prevención y lucha contaminación térmica de las aguas. 7238 1,15% 0,87% 

3.1. Gestión de residuos urbanos. 226817 35,98% 27,27% 

3.2. Gestión de residuos industriales. 8269 1,31% 0,99% 

4.1. Lucha contra la contaminación de las aguas subterráneas. 1637 0,26% 0,20% 

4.2. Lucha contra la contaminación de los suelos. 2125 0,34% 0,26% 

5. Control y reducción emisiones de ruido y vibraciones. 6560 1,04% 0,79% 

6.1. Protección de las especies -flora y fauna. 20187 3,20% 2,43% 

6.2. Protección de los hábitats y paisajes. 60611 9,61% 7,29% 

6.2.1. Protección de los bosques. 47083 7,47% 5,66% 

6.3. Recuperación de poblaciones de especies y paisajes. 11496 1,82% 1,38% 

6.4. Restauración y limpieza de aguas. 11069 1,76% 1,33% 

7. Prevención y control de la radioactividad. 2836 0,45% 0,34% 

8. Investigación y desarrollo. 10694 1,70% 1,29% 

9.1. Administración general. 23289 3,69% 2,80% 

9.2. Educación, enseñanza y formación. 8681 1,38% 1,04% 

9.3. Otras actividades de protección ambiental. 18584 2,95% 2,23% 

TOTAL 630432 100,00% 75,81% 

B- Uso y gestión de los recursos naturales.    

1. Gestión del recurso agua dulce. 166346 82,68% 20,00% 

2. Gestión de otros recursos: bosques 34841 17,32% 4,19% 

TOTAL 201187 100,00% 24,19% 

TOTAL ACUMULADO (A+B) 831618  100,00% 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Ministerio de Medio Ambiente (1999). 

                                                                                                                                               
13 En este caso, en el sentido de mecanismo de asignación de liquidez por parte del sector público. 
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Como podemos ver en la tabla 5, la mayor parte del gasto ambiental se concentra en dos 

aspectos, la gestión de los residuos urbanos e industriales y la gestión del agua. El tema de los 

residuos urbanos absorbe más del 28% del gasto total y es sin lugar a dudas una de las 

cuestiones de mayor importancia en los países desarrollados. El primer mundo genera una 

cantidad de residuos sólidos urbanos inusitada y el tratamiento de los mismos exige un flujo 

creciente de recursos.  

 

Por su parte, la situación del agua potable es otro tema ambiental que preocupa en gran manera 

a todos los países. En este caso la problemática es doble y hace referencia tanto a cuestiones de 

calidad del agua, puesto que la contaminación de los acuíferos se está generalizando, como a 

problemas de cantidad. Así vemos que entre lo dedicado al grupo 2.1. de las actividades del 

medio ambiente (Gestión de aguas residuales –marinas y superficiales-) y lo dedicado a la 

gestión del recurso agua; se va prácticamente otro 40% del gasto.  

 

También podríamos destacar que casi un 20% del gasto se destina a medidas de protección de la 

biodiversidad y el paisaje, destacando el peso del grupo 6.2. (Protección de los hábitats y 

paisajes) que asciende al 7’3% del gasto total, así como el 10% del gasto total que se destina a 

los bosques14 y el 2’4 destinado a la protección de la fauna y la flora. 

 

Por último, y desde la perspectiva de la economía ecológica, asumiendo que no siempre son 

susceptibles de una adecuada diferenciación según funciones ambientales, podemos aproximar 

que a preservar la función de provisión de materias primas y recursos naturales se destina, 

básicamente, todo el gasto del subgrupo de actividades características “Uso y gestión de los 

recursos naturales” (24% del gasto total en medio ambiente) y algunas de las partidas del grupo 

6, con especial referencia a las destinadas a la gestión y protección de la biodiversidad. Mientras 

que el gasto para preservar y restaurar la función de recepción de residuos estaría recogido 

fundamentalmente en el subgrupo de actividades características “Protección del medio 

ambiente”, excluyendo las partidas del grupo 6 referidas a la función anterior y las partidas de 

este mismo grupo destinadas a la tercera función, es decir, a la función recreativa. 

 

De este modo no es que olvidemos la función de soporte vital sino que su importancia desborda 

la capacidad de nuestro análisis y prácticamente todas las intervenciones beneficiosas para el 

medio ambiente facilitan que este sea capaz de proveernos de unas condiciones vitales 

adecuadas. 

                                                 
14 Al grupo 6.2.1. de las actividades de protección del medio ambiente se destina el 5’7% del gasto total 
en medio ambiente y a la actividad de gestión del recurso natural bosque se destina un 4’2% adicional. 
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Una vez vista la información disponible tanto de las preferencias de los ciudadanos como de 

gasto publico en medio ambiente, vamos a intentar contrastar si estas magnitudes guardan 

alguna relación o si por contra siguen patrones de comportamiento diferentes.  

 

En primer lugar los ciudadanos parecen más satisfechos con la situación del medio ambiente 

que diez años atrás, con lo que se colige que el aumento experimentado en el gasto público ha 

sido percibido por los ciudadanos y valorado de forma positiva. No obstante, en sus opiniones 

muestran una disposición a que el gasto siga aumentando. 

 

En segundo lugar, las principales actividades características que aparecen en el presupuesto 

guardan escasa relación con los problemas ambientales más acuciantes percibidos por los 

ciudadanos15.  Así, el mayor volumen de gasto se dedica a la “gestión de los residuos urbanos” 

(27%) y a “gestión del recurso agua dulce” (20%) mientras que para los ciudadanos éstos son 

problemas de orden menor. Por el contrario, el problema más destacado por los ciudadanos son 

los incendios forestales, sin embargo el gasto dedicado a la gestión y protección de los bosques 

únicamente representa el 10% del presupuesto.  

 

En general, entendemos que esta diferencia esta motivada por dos causas. En primer lugar, 

porque el sector público gasta dándole poco peso a las prioridades fijadas por los ciudadanos, 

posiblemente considerando que éstos carecen de la información adecuada16. En segundo 

término, porque el propio sector público toma sus decisiones de gasto con un nivel de 

incertidumbre y falta de información sobre las repercusiones de sus actuaciones17. 

 

                                                 
15 Para llevar a cabo la siguiente comparación se han empleado los datos de las tablas 2 y 5. 
16 Asumimos que, en general, los ciudadanos reciben una información parcial de los problemas 
ambientales, centrada en aspectos muy concretos de los mismos. Muchos de ellos desconocen algunos de 
los elementos que constituyen problemas ambientales (ruido, basuras, etc.) y además, reciben 
frecuentemente una información más amplia en relación a los problemas de índole global (deterioro de la 
capa de ozono, lluvia ácida, cambio climático, etc.)  
17 Es poco frecuente encontrar proyectos que incorporen la correspondiente evaluación económica de su 
impacto sobre el medio ambiente. 
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6. CONCLUSIONES 
 

En este trabajo hemos intentado delimitar dos cuestiones que prácticamente no han sido tratadas 

en la literatura económica. En concreto, la caracterización teórica del análisis del gasto público 

en medio ambiente y la delimitación de la función de producción de actividades públicas de 

mantenimiento y mejora de los servicios medioambientales. 

 

También hemos examinado la estructura de preferencias de los ciudadanos españoles buscando 

conocer las prioridades de los mismos en materia medioambiental. Así, los problemas a los que 

dan más importancia son, por este orden: incendios forestales, contaminación de los ríos, 

almacenamiento de residuos radioactivos y contaminación de las ciudades. 

 

En tercer lugar, hemos analizado el comportamiento del gasto público en España. Como 

conclusión diremos que el gasto público ha crecido en 10 años un 55%, pese a lo cual sigue 

representando un peso respecto del PIB inferior al de la media comunitaria. Además, del análisis 

pormenorizado destacan las siguientes partidas: “Gestión de residuos urbanos”, “gestión del 

recurso agua dulce” y “gestión de aguas residuales”, que representan las dos terceras partes del 

gasto total en medio ambiente. 

 

Por último, en nuestra opinión, las discrepancias observadas entre preferencias y gasto efectivo, 

se pueden achacar a importantes deficiencias en la información disponible tanto por parte de los 

ciudadanos a la hora de formar sus preferencias como por parte del sector público al fijar su 

presupuesto. 
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